Boletín N° 2105-03.





SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO Y DE ECONOMIA, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece la Fiscalía Nacional Económica.











HONORABLE SENADO:









Vuestras Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Economía, unidas, tienen el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia.





			A la sesión en que se consideró esta iniciativa, en este trámite, asistieron el señor Subsecretario (S) de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Luis Sánchez C.; el Fiscal Nacional Económico, don Rodrigo Asenjo Z; la abogada de la mencionada Fiscalía, doña Paola Herrera F.; el asesor jurídico de esa repartición, don Jorge Precht P.; el Subdirector de Presupuestos, don Ramón Figueroa, y el analista de esa entidad, don Carlos Pardo.





			Cabe señalar que la H. Cámara de Diputados aprobó como normas de rango orgánico constitucional los artículos 30 y 30 A contenidos en el artículo 1º del proyecto, en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, criterio que vuestras Comisiones unidas os recomiendan mantener.





			Es dable mencionar que S.E. el Presidente de la República, mediante Oficio N° 181-339, de fecha 07 de enero de 1999, del que se dio cuenta en la sesión del Senado del día 12 del mismo mes, hizo presente la urgencia para el despacho de la iniciativa en informe, en todos sus trámites constitucionales, calificándola de “suma”.





- - -





			Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:





			1.- Disposiciones del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Del artículo 1º del proyecto: artículos 23, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 30 A y 30 B; Artículo 2º, y Artículos 2º, 3º, 4º, 5º y 6º transitorios.





			2.- Indicaciones aprobadas: la número 2, referida al inciso segundo del artículo 22, contenido en el artículo 1º del proyecto;





			3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: No hubo;





			4.- Indicaciones rechazadas: No hubo;





			5.- Indicaciones retiradas: No hubo, y





			6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: las números 1, 3, 4 y 5.





- - -





			Se efectúa a continuación una relación de las indicaciones presentadas, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.





			Cabe hacer notar que durante el trámite de segundo informe ante las Comisiones unidas se formularon solamente cinco indicaciones, todas ellas de autoría del H. Senador señor Carlos Bombal O.





ARTICULO 1º





			Como se explicó en el primer informe, este precepto reemplaza el Título IV del D.L. Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto Supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 



			El referido Título IV trata de la Fiscalía Nacional Económica y comprende los artículos 21 a 30 C.





Artículo 21





			A esta norma se formuló la indicación número 1.





			El artículo 21 contenido en el primer informe define, en su inciso primero, la Fiscalía Nacional Económica como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, independiente de todo organismo o servicio, sometido a la supervigilancia del Primer Mandatario, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 





			En su inciso segundo, dispone que este organismo estará a cargo de un funcionario denominado Fiscal Nacional Económico, que será de la exclusiva confianza del Presidente de la República.





			La indicación número 1, sustituye en el señalado inciso segundo del artículo 21, la frase: “de la exclusiva confianza del Presidente de la República” por “designado por el Presidente de la República con el acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.”.





			Puesta en debate la referida indicación, los HH. Senadores señores Hamilton y Viera-Gallo objetaron su admisibilidad. Expresaron que, a su juicio, ella dice relación con la organización de la Administración del Estado, materia que la Constitución reserva, desde el punto de vista de la iniciativa legislativa, exclusivamente al Presidente de la República. 





			En relación con la objeción de inadmisibilidad planteada, el autor de la indicación, H. Senador señor Bombal, explicó que su proposición se inscribe en el criterio adoptado por el constituyente con ocasión de la incorporación del Ministerio Público a nuestra Carta Fundamental. 





			Recordó que esta entidad dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado. Connotó que este organismo estará dirigido por un funcionario denominado Fiscal Nacional, que será designado por el Presidente de la República a propuesta en quina de la Corte Suprema, con el acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Complementariamente, hizo presente que ya ingresó al Senado, en segundo trámite, el proyecto de ley orgánica constitucional del Ministerio Público que, precisamente, desarrollará los criterios antes explicados, con los cuales el proyecto en estudio sobre Fiscalía Nacional Económica debe guardar la necesaria coherencia.





			Continuó señalando que esta primera indicación está en la dirección de la voluntad del constituyente de reservar al Fiscal Nacional facultades de investigar con la debida autonomía. En esta línea, y en un ámbito tan complejo como es el económico, le parece adecuado que la autoridad encargada de cautelar el normal funcionamiento del sistema de libre mercado, esté también dotada de la necesaria independencia y no sea un funcionario que dependa tan solo de  la confianza del Presidente de la República.





			El Presidente de las Comisiones unidas, H. Senador señor Larraín, sostuvo que un examen riguroso del artículo 62 de la Carta Fundamental, que es el que fija la mayor parte de las materias de ley que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, lo inclina a pensar que la proposición contenida en la indicación en discusión no está necesariamente incluida en esa nómina de asuntos. Tampoco, agregó, correspondería aplicar aquí las normas del inciso tercero del citado precepto, que confían al Jefe de Estado la iniciativa exclusiva en aspectos que inciden en la administración financiera o presupuestaria del Estado.





			No obstante lo anterior, estimó del caso analizar más detenidamente el número 2º del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política, a fin de determinar más precisamente si dicha norma constituye un obstáculo a la admisibilidad de la indicación.





			Constató que el aludido numeral se refiere, primeramente, a la creación de un nuevo servicio público o empleo rentado en alguna de las instituciones que él enumera, situación en la cual no se encuadra la indicación. Manifestó que ésta tampoco suprime un servicio público o empleo rentado, ni determina sus funciones o atribuciones, de modo que tampoco se la puede objetar por este concepto. 





			Desde otro punto de vista, puso de relieve que dar lugar a la inadmisibilidad de algún modo importaría restringir en forma excesiva las atribuciones de los Parlamentarios o del Congreso Nacional. En relación a lo anterior, sostuvo que no debe perderse de vista que disposiciones que son excepcionales deben interpretarse en forma restrictiva, porque la regla general es que los Senadores tengan iniciativa para presentar proyectos de ley.





			Observó que siendo la Fiscalía Nacional Económica un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, no se encuentra en la misma situación administrativa que un servicio dependiente, como podría ser un Ministerio, de manera que cabe entender que su titular ejercerá con autonomía su conducción; aún cuando se encuentre bajo la supervigilancia del Presidente de la República a través del respectivo Ministerio. Explicó que ello no significa dependencia, sino que es el camino para cuidar que el organismo cumpla adecuadamente sus funciones. En esta perspectiva, aseveró que no existiría obstáculo a que el nombramiento sea efectuado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Al contrario, esta fórmula fortalecería la independencia con que debe actuar el Fiscal Nacional Económico. Adicionalmente, agregó, no se propone modificar el sistema de remoción de este funcionario, la cual sigue a cargo del Primer Mandatario.





			Manifestó que el hecho que un nombramiento se haga con la anuencia del Senado no significa que la Corporación se convierta en coadministradora. Sobre el particular, citó como ejemplo el caso del Banco Central, cuyos consejeros, de acuerdo a su propia ley orgánica, son nombrados a proposición del Presidente de la República pero con acuerdo de esta Alta Cámara.





			Recordó, asimismo, que el Senado cuenta, entre sus atribuciones exclusivas, con la de  “prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran”, como lo dispone el artículo 49, Nº 5, de la Ley Suprema. Vale decir, una ley bien puede conferir al Presidente de la República una atribución determinada, cuyo ejercicio requiera de la participación del Senado. Destacó que, en el ejemplo señalado, es la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central la que encarga al Senado intervenir en el nombramiento de sus consejeros, de manera que la atribución que ahí se establece es semejante a la que se plantea mediante la indicación en debate.





			Pronunciándose, en definitiva, sobre la admisibilidad de la indicación, por todas las razones recién expresadas, el señor Presidente no dio lugar a la declaración de inadmisibilidad planteada. Sin perjuicio de lo anterior, y ante una solicitud del H. Senador señor Hamilton, la sometió a la consideración de las Comisiones unidas, en los términos de los artículos 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y 121 del Reglamento del Senado.





			El H. Senador Hamilton afirmó, en primer lugar, que el citado número 2º de artículo 62 del texto constitucional, a su juicio, no da viabilidad a la indicación.





			Aseveró que en la argumentación desarrollada en favor de la admisibilidad se ha pretendido analogar, de alguna manera, la forma de proveer los cargos de Fiscal del Ministerio Público y de Fiscal Nacional Económico. Sin embargo, no es posible comparar a un funcionario público como es este último con una autoridad constitucionalmente establecida, dotada de autonomía incluso de los demás Poderes del Estado, como es el Fiscal Nacional del Ministerio Público.





			Aludió, enseguida, al principio básico de nuestra institucionalidad consistente en que, a diferencia de lo que ocurre en derecho privado –donde se puede hacer todo aquello que no está prohibido- en derecho público, al revés, la autoridad sólo puede hacer aquello que le está expresamente permitido. De manera que si no se encuentra dentro de las atribuciones del Senado intervenir en el nombramiento de determinados funcionarios públicos, simplemente esta corporación no puede hacerlo. Más aún, una de las más importantes diferencias entre la Carta Fundamental vigente y la de 1925 consiste en que mientras esta última se valía, para determinar el dominio legal, de la fórmula “Sólo por ley se puede”, la actual Constitución utiliza, para este mismo efecto, la expresión “Sólo son materias de ley”, enumerando, a continuación, en forma taxativa las materias que deben necesariamente regularse por ley, sin que pueda entenderse que ninguna de ellas habilita al Senado para tener alguna suerte de participación en una designación como ésta.





			De manera que, concluyó, la indicación es inconstitucional y correspondería declarar su inadmisibilidad.





			El H. Senador señor Senador Viera-Gallo coincidió con las apreciaciones del H. Senador señor Hamilton. No obstante, connotó la utilidad de este debate por cuanto, a su juicio, no es conveniente sentar un precedente que categóricamente impida a los Parlamentarios tener algún grado de iniciativa en el nombramiento de determinados empleos públicos.





			El H. Senador señor Zurita, antes de pronunciarse derechamente sobre la admisibilidad de la indicación, consideró necesario referirse a una confusión que él observa entre la naturaleza de los cargos de Fiscal Nacional Económico y de Fiscal Nacional del Ministerio Público. En cuanto al primero, puntualizó que no constituye un órgano jurisdiccional, informando que en nuestro sistema antimonopolio los órganos jurisdiccionales son, en realidad, las Comisiones Preventivas y Resolutiva. Por su parte, el Fiscal Nacional del Ministerio Público es, esencialmente, parte del sistema judicial chileno. Abundó que el Fiscal Nacional Económico no investiga ni persigue delitos, sino que solamente conoce hechos que, en su concepto o por denuncia de terceros, pueden ser atentatorios contra la libre competencia y, atendida la situación de que se trate, la somete a un requerimiento ante la Comisión Resolutiva, la cual –actualmente- investiga y sanciona. Precisó que cuando inicie sus funciones el Ministerio Público, la Comisión Resolutiva le encargará al Fiscal Nacional Económico ejercer la acción penal o pedir al Ministerio Público que inicie la correspondiente acción pública. Por esta razón, calificó de errónea la argumentación que apoya la admisibilidad de la indicación.





			Desde otro punto de vista, llamó la atención sobre la atribución del Presidente de la República contenida en el número 12º del artículo 32 de la Carta Fundamental, que lo faculta para “nombrar y remover a los funcionarios que la ley denomina como de su exclusiva confianza”. En su opinión, lo anterior significa que, el establecer nuevos requisitos para efectuar el nombramiento abre la interrogante de si ellos también deberían concurrir para la remoción del respectivo funcionario, lo que, de paso, limitaría las atribuciones del Presidente de la República para administrar la Nación. 





			El H. Senador señor Pizarro expresó que el carácter de exclusiva confianza de ciertos cargos es clave para entender el funcionamiento de la Administración Pública y el vínculo de supervigilancia que liga a quienes desempeñan dichos empleos con la autoridad que los designa. De esta forma, entonces, al pretender la indicación cambiar el procedimiento de designación del Fiscal Nacional Económico, en definitiva, se alteraría el sistema en su conjunto.





			En consecuencia, la propuesta del H. Senador señor Bombal en el sentido de nombrar al Fiscal Nacional Económico con el acuerdo de los dos tercios de los miembros en ejercicio del Senado, podría significar que esta Corporación tuviera que asumir otro tipo de responsabilidades en el ámbito de la supervigilancia del señalado organismo, lo que desvirtuaría totalmente el sentido con que se ha establecido la institución de los cargos de exclusiva confianza del Primer Mandatario.





			Manifestó que los Legisladores tienen, ciertamente, la posibilidad de presentar mociones que signifiquen incluso modificar la propia Constitución, de manera que el punto en debate no radica en una posible limitación de sus facultades en materia de iniciativa. Precisó que la proposición en debate implicaría una modificación a las atribuciones tanto del Presidente de la República como del Senado, advirtiendo que ello exigiría una enmienda constitucional que cualquier Parlamentario podría propiciar. Concluyó de lo anterior que una reforma legal, como ocurre en la especie, evidentemente no es el camino para modificar las potestades exclusivas de los Poderes del Estado, estimando, por tanto, que la indicación debe ser declarada inadmisible.





			El H. Senador señor Errázuriz opinó que la indicación no afecta de forma alguna la atribución del Presidente de la República consagrada en el número 2º del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política, toda vez que sólo incide en la forma como se nombra al Fiscal Nacional Económico, cuestión distinta de las contempladas en dicho precepto constitucional. En relación a este cargo, expresó que le parecía conveniente que contara con el mayor respaldo posible pues para cumplir adecuadamente las trascendentes funciones que le corresponden, especialmente en el ámbito de una economía social de mercado que requiere de un cumplimiento verdaderamente eficaz de las normas antimonopolio.





			Añadió que las decisiones que frecuentemente deben adoptar quienes conducen el sistema de defensa del libre mercado son complejas y, a menudo, resistidas por determinados grupos de poder, de manera que es deseable proporcionar a estas autoridades la mayor autonomía y seguridad posibles en el ejercicio de sus funciones. En este sentido, apoyó el sistema de nombramiento propuesto por la indicación que, además de ajustarse, a su juicio, a la Constitución, evita una interpretación restrictiva de las facultades de los Parlamentarios, que estimó de por sí mermadas.





			Sin perjuicio de lo anterior y antes de adoptar un criterio definitivo sobre el tema de la admisibilidad de esta indicación, señaló que le interesaría tener mayor información para prevenir el posible riesgo de distorsionar los sustentos del sistema de Administración del Estado al hacer partícipe al Senado en la provisión de determinados cargos.





			El H. Senador señor Aburto manifestó que luego de escuchar los planteamientos formulados en esta oportunidad y después de haber revisado cuidadosamente los diferentes preceptos constitucionales atinentes, aún le restan dudas acerca de la admisibilidad de la indicación. Por ello, no desdeñaría, si la urgencia en el despacho de este asunto lo permitiera, la posibilidad de escuchar otras opiniones calificadas acerca de si el numeral 2º del artículo 62 –en el que, en su opinión, se concentra el problema- ampara la posibilidad de que los Parlamentarios introduzcan una modificación a la forma de nombramiento del Fiscal Nacional Económico. Agregó que, en este momento, todavía no participa plenamente de ninguna de las tesis que se han sustentado





			El señor Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción (S), don Luis Sánchez, señaló que hay órganos contemplados en la Constitución Política que tienen el carácter  de autónomos, como es el caso del Banco Central y del propio Ministerio Público. Acotó que no ocurre lo mismo, sin embargo, con la Fiscalía Nacional Económica. Esta, añadió, obedece a una concepción diferente ya que es un servicio público descentralizado, que forma parte de la Administración del Estado. Reiteró que el proyecto en estudio no modifica tal carácter, sino que lo confirma. Continuó indicando que la Fiscalía Nacional del Ministerio Público no está supeditada a ningún otro órgano para el ejercicio de sus funciones, lo que no ocurre con la Fiscalía Nacional Económica, cuya jerarquía no puede, de ningún modo, ser asimilada a la del Fiscal Nacional del Ministerio Público.





			Afirmó, en conclusión, que la indicación, en los términos en que ha sido planteada, afecta la atribución exclusiva del Presidente de la República contenida en el número 2º del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental, que excluye categóricamente la iniciativa parlamentaria y, en consecuencia, debe ser declarada inadmisible.





			El asesor jurídico de la Fiscalía Nacional Económica, don Jorge Precht, aseguró que la indicación en estudio vulnera la facultad que el Presidente de la República tiene en materia de supervigilancia o tutela. Arguyó que, como es sabido, los servicios públicos descentralizados -y este es el caso- se relacionan con el Jefe de Estado a través de un vínculo especial que se denomina supervigilancia o tutela. Cuando en Derecho Administrativo, explicó, se cita ejemplos de supervigilancia o tutela, se menciona la facultad de nombrar al Jefe de Servicio; de manera que si esta atribución del Presidente de la República se limita, se  afectaría el artículo 24 de la Constitución Política, que le confía al Primer Mandatario el gobierno y la administración del Estado. 





			Este precepto constitucional, prosiguió, es desarrollado por el artículo 1º de la ley Nº18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Según dicha norma, el Presidente de la República ejerce el gobierno y la administración del Estado con la colaboración de los órganos que establezcan la Constitución y las leyes. Ello significa, afirmó, que por muy descentralizado que sea un ente administrativo, si forma parte de la administración del Estado, está actuando bajo la potestad constitucional de gobernar y administrar el Estado, que es exclusiva del Presidente de la República. De manera que queda claro que el acto de nombramiento forma parte de la referida supervigilancia o tutela y que, en la situación planteada por la indicación, al fijarse requisitos para perfeccionar la designación, se estarían afectando las facultades del Presidente de la República. 





			El H. Senador señor Bombal, haciéndose cargo de las opiniones expresadas por los demás señores Senadores y por los funcionarios y asesores que usaron la palabra, enfatizó que esta indicación, así como las restantes que ha presentado al proyecto en discusión, buscan armonizar la iniciativa en estudio con los criterios fijados por el constituyente al consagrar el Ministerio Público. 





			Estimó que en este proyecto hay materias que bien podrían confundirse con lo que serán las atribuciones del Ministerio Público. Considerando lo anterior y, además, que ya se encuentra en segundo trámite en el Senado el proyecto de ley orgánica del Ministerio Público, expresó que debe hacerse un esfuerzo por dar la debida coherencia a ambas instituciones y, por ende, a nuestro ordenamiento jurídico en su globalidad. Resaltó que quería llamar la atención de las Comisiones unidas sobre este punto en atención a que en el proyecto se encuentran en juego funciones de investigación en un ámbito tan relevante como es el económico. 





			Hizo notar que esta iniciativa concibe una Fiscalía Nacional Económica descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propios, independiente de todo organismo o servicio, lo que claramente refleja que la voluntad del Ejecutivo es darle la máxima jerarquía. Corresponde, en consecuencia, fortalecerla a tal punto que se logre así establecer el germen de un futuro tribunal económico. Afirmó que obrar de esta forma es coherente con el escenario legislativo de este momento, en que se está forjando un nuevo concepto del sistema procesal chileno. Finalizó precisando que, independientemente del destino que tengan sus indicaciones, sus anteriores explicaciones justifican la presentación de las mismas.





			A continuación, el H. Senador señor Larraín formuló dos reflexiones.





			La primera, referida a la mención que se ha hecho al artículo 24 de la Carta Fundamental, en virtud del cual corresponde al Presidente de la República la administración del Estado. A este respecto, dijo que no creía que la indicación pusiera en cuestión esa atribución presidencial, pues la Fiscalía Nacional Económica forma parte del Estado pero no estrictamente de la Administración Pública en un sentido tradicional, ya que tiene la responsabilidad de fiscalizar un aspecto de la actividad económica que se desarrolla en el país. Para eso, precisamente, su funcionamiento es descentralizado y de naturaleza independiente.





			La segunda, se refiere al número 12º del artículo 32 de la Constitución Política, que también se ha citado para argüir en favor de la inadmisibilidad. En relación con esta disposición, resaltó que ella supedita la facultad del Presidente de la República de nombrar funcionarios de su confianza a que éste la ejerza “en conformidad a la ley”. Por tanto, añadió, la ley bien puede establecer requisitos o condiciones adicionales para la provisión de uno de estos cargos.



			En todo caso, concluyó, esta es una materia opinable y por eso, de acuerdo a lo solicitado, corresponde que las Comisiones unidas se pronuncien acerca de la admisibilidad de la indicación. 



			Puesta en votación la indicación número 1 del H. Senador señor Bombal, se registraron cuatro votos por la inadmisibilidad, dos por la admisibilidad y tres abstenciones. Votaron por la inadmisibilidad los HH. Senadores señores Hamilton, Pizarro y Zurita. Este último lo hizo tanto en su calidad de miembro de la Comisión de Economía, como en la de reemplazante del H. Senador señor Díez, titular de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Por la admisibilidad lo hicieron los HH. Senadores señores Bombal y Larraín. Se abstuvieron los HH. Senadores señores Aburto, Errázuriz y Viera-Gallo.





			Fundando su abstención, el H. Senador señor Viera-Gallo manifestó que creía ver una cierta contradicción en la indicación, la que más bien debiera haber modificado el carácter de la Fiscalía Nacional Económica, consagrado en el inciso primero del artículo 21 del proyecto como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Sobre el particular, dijo no recordar otra entidad pública de igual naturaleza, donde un jefe superior de exclusiva confianza del Presidente de la República fuera nombrado con acuerdo del Senado. En estas circunstancias, resolvió abstenerse.





			De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, al advertirse que las abstenciones influían en el resultado de la votación, se procedió a repetirla.





			La segunda votación arrojó como resultado cinco votos por la inadmisibilidad, tres por la admisibilidad y una abstención. Votaron por la inadmisibilidad los HH. Senadores señores Hamilton, Pizarro, Viera-Gallo y Zurita. Este último, nuevamente lo hizo en las dos señaladas calidades. Por la admisibilidad votaron los HH. Senadores Bombal, Errázuriz y Larraín. Se abstuvo el H. Senador señor Aburto.





			En consecuencia, la indicación número 1 fue declarada inadmisible.





- - - - - 





			La indicación número 2, agrega al inciso segundo del artículo 22 contenido en el primer informe, la siguiente frase final:





			“para las que serán competentes por el solo ministerio de su destinación o comisión.”.





			El referido artículo 22 establece, en su inciso primero, que en la capital de cada una de las regiones, con excepción de la Metropolitana, habrá un Fiscal Regional Económico, quien actuará cumpliendo las funciones propias del Servicio en el respectivo territorio regional, bajo la dependencia del Fiscal Nacional.





			En su inciso segundo dispone que lo anterior es sin perjuicio de las actividades que puedan llevar a cabo en esas regiones los funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica que sean destinados o comisionados a ejecutar misiones o tareas determinadas del servicio.





			La indicación agrega que dichos empleados serán competentes para realizar tales labores por el solo ministerio de la correspondiente destinación o comisión.





			El H. Senador señor Larraín hizo notar que la indicación precisa de mejor forma la titularidad con que ejercerán sus tareas los funcionarios que sean destinados o comisionados a regiones.





			Puesta en votación, las Comisiones unidas aprobaron esta indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, los HH. Senadores señores Aburto, Bombal, Errázuriz, Hamilton, Larraín, Pizarro, Viera-Gallo y Zurita.





- - - - - -





			La indicación número 3 propone sustituir el artículo 27 contenido en el primer informe, referido a las atribuciones y deberes del Fiscal Nacional Económico, por el siguiente:





			“Artículo 27.- El Fiscal Nacional Económico, en el ejercicio de sus funciones, es independiente de todas las autoridades o tribunales ante los cuales es llamado a ejercerlas. 





			Puede, en consecuencia, defender los intereses que le están encomendados en la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.





			Serán atribuciones y deberes del Fiscal Nacional Económico:



	a) Instruir las investigaciones que estime procedentes para fiscalizar las infracciones a esta ley y al decreto ley 280, de 1974.



	Las investigaciones se iniciarán de oficio, a solicitud de la Comisión Resolutiva o la Comisión Preventiva Central; o mediante denuncia de cualquier persona. En este último caso, la Fiscalía tendrá un plazo de quince días, contado desde la fecha en que conste la denuncia, para pronunciarse acerca de su mérito, mediante resolución fundada que se notificará al interesado. Se podrá recurrir de esta resolución ante la Comisión Preventiva Central, dentro de tercero día. Si transcurrido el plazo de quince días, antes mencionado, la Fiscalía no se pronuncia respecto de la denuncia, se entenderá que la acoge a tramitación.



	Una vez iniciada la investigación por alguno de los medios indicados en el inciso anterior, la Fiscalía deberá llevarla a cabo y ponerle término dentro del plazo de noventa días, que podrá ser prorrogado por una sola vez mediante resolución fundada del Fiscal Nacional Económico. Lo anterior, a menos que se trate de investigaciones que requieran un estudio y seguimiento de los hechos durante un período que exceda de ciento ochenta días, circunstancia que deberá indicarse expresamente en la antedicha resolución.



	Una vez concluida la investigación, el Fiscal deberá adoptar alguna de las siguientes decisiones, dependiendo del resultado de la misma: i) Archivar el caso por falta de mérito; ii) Presentar requerimiento ante la Comisión Resolutiva; iii) Informar a la Comisión Resolutiva o Preventiva Central. En el caso de la letra i), precedente, el archivo del caso deberá ir en consulta a la Comisión Preventiva Central, para que ésta confirme el cierre de la investigación o determine su continuación.



	El Fiscal Nacional Económico podrá disponer que no se dé noticia del inicio de una investigación al afectado, con autorización de la Comisión Resolutiva.



	Por intermedio de la Comisión Resolutiva, el Fiscal Nacional Económico podrá requerir de la Dirección General de la Policía de Investigaciones de Chile, el personal que éste requiera para el cumplimiento del cometido indicado en esta letra, o ejecutar las diligencias específicas que le solicite con el mismo objeto.



	El Fiscal Nacional Económico podrá disponer, mediante resolución fundada y con la autorización de la Comisión Resolutiva, que las investigaciones que instruya de oficio o en virtud de denuncia tengan el carácter de reservadas;



	b) Actuar como parte, representando el interés general de la colectividad en el orden económico, ante la Comisión Resolutiva y los Tribunales de Justicia, con todos los deberes y atribuciones que le correspondan como tal parte.



	Ante la Corte Suprema, el Fiscal Nacional Económico podrá defender los fallos de la Comisión Resolutiva o impugnarlos.



	Respecto de las investigaciones practicadas por los Fiscales Regionales Económicos y de los cargos formulados por éstos, el Fiscal Nacional Económico podrá hacerlos suyos, ejerciendo sus funciones acusadoras ante la Comisión Resolutiva o desestimarlos, con informe fundado a esta misma;



	c) Requerir de la Comisión Resolutiva y de las Comisiones Preventivas el ejercicio de cualquiera de sus atribuciones;



	d) Velar por el total y fiel cumplimiento de los fallos e instrucciones que dicte la Comisión Resolutiva o los Tribunales de Justicia en las materias a que se refiere esta ley;



	e) Solicitar de las comisiones regionales la adopción de medidas preventivas con motivo de las investigaciones que la Fiscalía Nacional Económica se encuentre practicando;



	f) Emitir los informes que soliciten las Comisiones Preventivas Regionales y Central y la Comisión Resolutiva;



	g) Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de los organismos o servicios públicos, o de las empresas, entidades o sociedades en que el Estado o sus empresas, entidades o sociedades, tengan aporte, representación o participación, o de las Municipalidades;



	h) Exigir de cualquiera oficina o servicios referidos en la letra g), que pongan a su disposición los antecedentes que estime necesario para las investigaciones, denuncias o querellas que se encuentre practicando o en que le corresponda intervenir.



	El Fiscal Nacional Económico podrá también exigir por medio de los funcionarios que corresponda, el examen de toda documentación y elementos contables y otros que estime necesarios.



	El Fiscal Nacional Económico y los funcionarios encargados de estas revisiones sólo podrán dar a conocer los datos de que se impongan a la Comisión Resolutiva, a las Comisiones Preventivas y a los Tribunales de Justicia.



	Las personas que entorpezcan las investigaciones a que se refiere la presente disposición podrán ser apremiadas con arresto de hasta por quince días. Si el entorpecimiento se mantuviere, su autor será penado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se tratare de un funcionario público será, además, penado con la pérdida del empleo.



	La orden de arresto y el proceso criminal, en su caso, se dará e instruirá, respectivamente, por el Juez Letrado con jurisdicción en lo criminal que sea competente según las reglas generales, a requerimiento del Fiscal Nacional Económico;



	i) Solicitar a los particulares las informaciones y los antecedentes que estime necesarios con motivo de las investigaciones que practique;



	j) Ejercitar la acción penal, por sí o por delegado, cuando se lo ordene la 

Comisión Resolutiva, de conformidad con el número 5 de la letra a) del artículo 17 de la presente ley;



	k) Ejercitar la acción penal pública por los delitos que establece el decreto ley 280, de 1974.



	Respecto de las infracciones, podrá hacerlo cuando, a su juicio, sea necesaria la intervención de la Fiscalía Nacional Económica.



	Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, el Fiscal Nacional Económico podrá actuar como parte en los procesos en que se hubiere ejercitado la referida acción penal pública por otro órgano, aunque no formalice querella;



	l) Prestar asistencia jurídica ante los tribunales a los servicios del Estado que establezca la ley, y



	m) Los demás que señalen las leyes.”.





			Considerado el tenor de esta indicación, el H. Senador señor Viera-Gallo planteó que le parecía evidente que ella incide en atribuciones de un organismo público, materia contenida en el número 2º del artículo 62 de la Constitución Política. Agregó que en el debate habido en torno a la indicación número 1 quedó dilucidado que los temas mencionados en esa disposición son, sin duda alguna, de la iniciativa exclusiva del Primer Mandatario. En atención a lo anterior, estimó que procedía declarar su inadmisibilidad.



			Coincidiendo con estas consideraciones, el señor Presidente de las Comisiones unidas declaró inadmisible esta indicación.





			El H. Senador señor Bombal, autor de la proposición, explicó que ella no tiene el propósito de regular de manera distinta las atribuciones con que hoy cuenta el Fiscal Nacional Económico, razón por la cual, acotó, su indicación, en lo fundamental, busca reponer el tenor del actual artículo 24 del D.L. 211. La principal innovación del texto propuesto en la indicación consiste en llenar el vacío que en este momento se observa en materia del procedimiento al que debe ceñirse el mencionado funcionario público en las investigaciones que instruye.





			Afirmó que, atendidas la relevancia de las potestades involucradas y la independencia con que se ejercen, el tema no es inocuo, agregando que al sugerir normas básicas de procedimiento para las actuaciones del Fiscal Nacional Económico, persigue rescatar la señal que en la H. Cámara de Diputados se dio durante el primer trámite, en el sentido de esbozar en este proyecto un futuro tribunal económico. Manifestó, asimismo, que el disponer de un procedimiento reglado, consagrado en la ley, ayudaría a esta autoridad del ámbito económico a cumplir en forma más apropiada y expedita sus delicadas labores, que implican investigar, usar de la fuerza pública e incluso pueden incidir en la aplicación de sanciones de distinta índole a las personas.





			Por lo anterior, lamentó que su indicación fuera considerada inadmisible.





- - - - - - -





			La indicación número 4 introduce dos modificaciones al artículo 30 C contenido en el primer informe.





			El referido artículo 30 C enumera, en cinco literales, las fuentes de recursos con se financiará la Fiscalía Nacional Económica. Estas son: 



	a) El aporte que se consulte anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación;



	b) Las costas y demás sumas que pueda percibir en los procesos en que participe;



	c) Los ingresos estipulados en los convenios de asesoría, investigación o de otra naturaleza que pueda celebrar con universidades y otras entidades docentes o de investigación públicas o privadas, nacionales o extranjeras;



	d) Los derechos por concepto de certificados y copias que extienda, relativos a expedientes tramitados ante las Comisiones y la misma Fiscalía, y



	e) Los bienes e ingresos de otra naturaleza que reciba a cualquier título.





			Mediante la primera enmienda propuesta por la indicación número 4 se agrega una oración final en la letra c) del siguiente tenor:





			“Dichos ingresos no podrán consistir en donaciones de personas naturales o jurídicas que puedan ser objeto de la acción fiscalizadora de los organismos antimonopólicos.”.





			A través de la segunda, se añade la siguiente frase final a la letra e): 





			“con exclusión de aquellos que provengan de las entidades señaladas en la parte final de la letra c) de este mismo artículo.”.





			El H. Senador señor Viera-Gallo adujo que las enmiendas propuestas se enmarcan en lo dispuesto por el inciso tercero del tantas veces citado artículo 62 de la Carta Fundamental, por cuanto inciden en la administración financiera o presupuestaria del Estado, materia cuya iniciativa legislativa corresponde exclusivamente al Primer Mandatario. Por esta razón, sostuvo que debía declararse su inadmisibilidad.





			El señor Presidente de las Comisiones unidas compartió estos criterios y declaró inadmisible la indicación.





- - - - - -





			La indicación número 5 –y final-, modifica el inciso primero del artículo 1º transitorio contenido en el primer informe.





			El señalado precepto regula el proceso de encasillamiento del personal de la Fiscalía Nacional Económica en la nueva planta fijada por el artículo 23 de esta misma iniciativa, determinando las autoridades encargadas del mismo y el plazo para llevarlo a cabo.





			La parte final de este inciso faculta para que dicho proceso de encasillamiento se efectúe sin sujeción a las normas estatutarias permanentes relativas a la provisión de cargos, siempre que se reúnan los requisitos indicados en el citado artículo 23, y permite, además, eximir de los requisitos de experiencia a los directivos y profesionales.





			La indicación presentada elimina la recién reseñada parte final del inciso primero del artículo 1º transitorio.





			Los fundamentos que el señor Senador autor de la indicación tuvo para presentarla dicen relación con que, a su juicio, este precepto vulneraría las garantías constitucionales a que se refieren los números 2º, 17º y 26º, del artículo 19 de la Carta Fundamental, así como los derechos de los funcionarios públicos contemplados por el artículo 38 de la misma.





			Estimó que la facultad de encasillar sin sujeción a las normas estatutarias es extremadamente discrecional y lesionaría el principio de igualdad en cuanto al ingreso a la carrera funcionaria, consagrado tanto en nuestra Ley Suprema como en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.





			Una vez más, el H. Senador señor Viera-Gallo estimó que la indicación atropella la iniciativa exclusiva que el Presidente de la República tiene respecto de las materias aludidas por el número 2º del inciso cuarto del artículo 62 de la Constitución Política, por cuanto estaría interfiriendo en las atribuciones de los funcionarios públicos a quienes la norma en estudio encarga un cometido determinado.





			El H. Senador señor Larraín acogió el planteamiento anterior y procedió a declarar la inadmisibilidad de la indicación.





- - - - - 





			Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestras Comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y Economía tienen el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley contenido en su primer informe, con la siguiente modificación:





			Agregar al inciso segundo del artículo 22, contenido en el artículo 1º del proyecto, la siguiente frase final, pasando el punto final (.) a ser coma (,):





			“para las que serán competentes por el solo ministerio de su destinación o comisión.”.





- - - - - -





			Como consecuencia de lo anterior, el texto del proyecto queda como sigue:





PROYECTO DE LEY





			“Artículo 1º.- Reemplázase el Título IV del decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por el siguiente:





“TITULO IV

DE LA FISCALIA NACIONAL ECONOMICA





			Artículo 21.- La Fiscalía Nacional Económica será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, independiente de todo organismo o servicio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.





			La Fiscalía Nacional Económica tendrá su sede en Santiago. Estará a cargo de un funcionario, denominado Fiscal Nacional Económico, de la exclusiva confianza del Presidente de la República.  Le corresponderá ejercer tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del Servicio.





			Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el Servicio.





			Artículo 22.- En la capital de cada una de las regiones, con excepción de la Metropolitana, habrá un Fiscal Regional Económico, quien actuará cumpliendo las funciones propias del Servicio en el respectivo territorio regional, bajo la dependencia del Fiscal Nacional Económico, a cuya vigilancia y control quedará sometido.





			Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las actividades que puedan llevar a cabo en esas regiones, los funcionarios de la Fiscalía Nacional Económica que sean destinados o comisionados a ejecutar misiones o tareas determinadas del Servicio, para las que serán competentes por el solo ministerio de su destinación o comisión.





			Artículo 23.- Fíjase a contar del día primero del mes siguiente a la publicación de esta ley, la siguiente planta para la Fiscalía Nacional Económica:





GRADOS                Nº CARGOS

Directivos

Exclusiva confianza



Fiscal Nacional Económico	1			  1

Subfiscal Nacional			3			  1

Jefe de Departamento		3			  4

Jefe de Departamento		4			  4

Fiscal Regional Económico	4			12



Cargos de carrera

Jefe de Sección			10			  1

Jefe de Sección			11			  2



				Subtotal			25



Profesionales

Profesional				4			  2

Profesional				5			  2

Profesional				6			  1

Profesional				7			  1

Profesional				8			  1



				   Subtotal			  7



Fiscalizadores

Fiscalizador				10			  1

Fiscalizador				11			  1

Fiscalizador				12			  1

Fiscalizador				13			  2



				Subtotal			  5



Técnicos

Técnico				14			  1

Técnico				15			  1



				Subtotal			  2



Administrativos

Administrativo			16			1

Administrativo			17			1

Administrativo			18			2

Administrativo			19			2



				Subtotal			6

Auxiliares

Auxiliar				19			  1

Auxiliar				20			  2

Auxiliar				21			  2



				Subtotal			  5



				Total Planta			 50









	Además de los requisitos generales exigidos por la ley Nº 18.834, para ingresar a la Administración del Estado, establécense los siguientes para los cargos de la planta que en cada caso se indican:



Directivos:



Subfiscal Nacional: Título de Abogado y una experiencia profesional mínima de 5 años ó 3 de experiencia o especialización en áreas afines a las funciones de la Fiscalía.



Fiscales Regionales: Título de Abogado y una experiencia profesional mínima de 3 años.



Jefes de Departamentos: Título de Abogado, Ingeniero Civil o Comercial, Contador Auditor o Administrador Público, otorgado por una Universidad o Institución Profesional del Estado o reconocida por éste, y una experiencia profesional mínima de 3 años.



Jefes de Sección: Título de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste y experiencia de a lo menos 3 años en la Administración del Estado.



Profesionales:  Uno de los cargos Grados 4º y 5º de esta planta exigirá título de Abogado y los otros de los mismos grados, título de Ingeniero, en ambos casos con una experiencia profesional mínima de 3 años.



Los demás cargos:  Título de Abogado, Ingeniero, Contador Auditor o Administrador Público, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste.



Fiscalizadores: Título de Administrador Público, Contador Auditor u otro de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste.



Técnicos: Título de Técnico o equivalente en una especialidad del área económica,  financiera, informática o estadística, otorgado por una Institución Educacional Superior del Estado o reconocida por éste; o título de Contador otorgado por alguna de las instituciones anteriores o por un establecimiento de Educación Media Técnica Profesional del Estado o reconocido por éste.



Administrativos: Licencia de Educación Media o equivalente.



Auxiliares: Haber aprobado la Educación Básica o la Educación Primaria.



	Artículo 24.- El personal de planta de la Fiscalía Nacional Económica y el que se designe para prestar servicios en calidad de contratado, se regirá por las disposiciones de la presente ley y, en subsidio, por las pertinentes del Título I del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y las del Estatuto Administrativo aprobado por la ley Nº 18.834 y sus modificaciones.



	La Junta Calificadora del personal de la Fiscalía Nacional Económica estará integrada por el Subfiscal, que la presidirá, por los dos Jefes de Departamento más antiguos y un representante del personal elegido por éste.



	Artículo 25.- El régimen de remuneraciones del personal de la Fiscalía Nacional Económica será el correspondiente a las Instituciones Fiscalizadoras.



	La asignación establecida en el artículo 17 de la ley Nº 18.091, sustituido por el artículo 10 de la ley Nº 19.301, se aplicará también al personal de planta y a contrata de la Fiscalía y se determinará en la forma que se señala en dicha disposición.  Para este efecto, el Fiscal Nacional Económico deberá informar anualmente al Ministerio de Hacienda sobre esta materia.



	Con cargo a esta asignación, el personal de planta y a contrata de la Fiscalía Nacional Económica, podrá recibir una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, la que se regulará por las normas que se pasan a expresar:



	a) La bonificación se pagará al 25% de los funcionarios pertenecientes o asimilados a las plantas de Directivos, Profesionales y Fiscalizadores de mejor desempeño en el año anterior;



	b) Para estos efectos se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las normas que los rigen en esta materia;



	c) Los montos que se paguen por concepto de esta bonificación, no podrán exceder de una cuarta parte de los porcentajes fijados anualmente en cumplimiento de lo establecido en el inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.091, y se determinarán en dicho acto administrativo.  En el mismo decreto supremo se fijará el porcentaje a percibir por los funcionarios que no hayan sido objeto de calificación en atención a su participación en el proceso calificatorio, los que no se considerarán para los efectos del límite establecido en la letra a) del presente inciso;



	d) Los montos que se fijen de conformidad con la letra precedente, sumados a los que corresponda pagar por concepto de la asignación del artículo 17 de la ley Nº 18.091, no podrán exceder, en ningún caso, del porcentaje o proporción máximos que establece el inciso segundo de dicha disposición;



	e) Los funcionarios beneficiarios de la bonificación sólo tendrán derecho a percibirla durante los doce meses siguientes al término del respectivo proceso calificatorio;



	f) La bonificación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas trimestrales.  El monto a pagar en cada cuota será el valor acumulado en el trimestre  respectivo, y



	g) Para efectos tributarios, se entenderá que la cantidad pagada en cada cuota, se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.



	Artículo 26.- El personal de planta y a contrata de la Fiscalía Nacional Económica tendrá dedicación exclusiva al desempeño de los cargos que ocupen en el Servicio, los que serán incompatibles con toda otra función en la Administración del Estado, salvo los referidos en la letra a) del artículo 81 de la ley Nº 18.834.  No podrá prestar servicios como trabajador dependiente o ejercer actividades propias del título o calidad profesional o técnica que posean para personas naturales o jurídicas que puedan ser objeto de la acción del Servicio.



	Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en el inciso anterior, no se aplicarán a los Fiscales Regionales Económicos que sean nombrados para desempeñar sus cargos con jornada parcial, salvo la de prestar servicios a personas naturales o jurídicas que puedan ser objeto de la acción del Servicio.



	Artículo 27.- El Fiscal Nacional Económico, en el ejercicio de sus funciones, será independiente de todas las autoridades y tribunales ante los cuales actúe. Podrá, en consecuencia, defender los intereses que le están encomendados en la forma que estime arreglada a derecho, según sus propias apreciaciones.



	Serán atribuciones y deberes del Fiscal Nacional Económico:



	a) Instruir las investigaciones que estime procedentes para comprobar las infracciones a esta ley, dando noticia de su inicio al afectado. Con conocimiento del Presidente de la Comisión Resolutiva, la Dirección General de la Policía de Investigaciones de Chile deberá poner a disposición del Fiscal Nacional Económico el personal que éste requiera para el cumplimiento del cometido indicado en esta letra o ejecutar las diligencias específicas que le solicite con el mismo objeto.



	El Fiscal Nacional Económico, con conocimiento del Presidente de la Comisión Resolutiva,  podrá disponer que las investigaciones que se instruyan de oficio o en virtud de denuncias tengan el carácter de reservadas.



El Fiscal Nacional Económico podrá disponer que no se dé noticia del inicio de una investigación al afectado, con autorización de la Comisión Resolutiva;



	b) Actuar como parte, representando el interés general de la colectividad en el orden económico, ante la Comisión Resolutiva y los tribunales de justicia, con todos los deberes y atribuciones que le correspondan en esa calidad.



	Ante la Corte Suprema, el Fiscal Nacional Económico, por sí o por delegado, podrá defender o impugnar los fallos de la Comisión Resolutiva.



	Respecto de las investigaciones practicadas por las Comisiones Preventivas y por los Fiscales Regionales Económicos y de los cargos formulados por unas y por otros, el Fiscal Nacional Económico podrá hacerlos suyos, ejerciendo sus funciones acusadoras ante la Comisión Resolutiva o desestimarlos, con informe fundado a esta misma;



	c) Requerir de las Comisiones el ejercicio de cualquiera de sus atribuciones y la adopción de medidas preventivas con ocasión de las investigaciones que la Fiscalía se encuentre ejecutando;



	d) Velar por el cumplimiento de los fallos, decisiones, dictámenes e instrucciones que dicten las Comisiones o los tribunales de justicia en las materias a que se refiere esta ley;



	e) Emitir los informes que soliciten la Comisión Resolutiva y las Comisiones Preventivas;



	f) Solicitar la colaboración de cualquier funcionario de los organismos y servicios públicos, de las municipalidades o de las empresas, entidades o sociedades en que el Estado o sus empresas, entidades o sociedades, o las municipalidades, tengan aporte, representación o participación, quienes estarán obligados a prestarla;



	g) Requerir de cualquier oficina, servicio o entidad referida en la letra anterior, que ponga a su disposición los antecedentes que estime necesarios para las investigaciones, denuncias o querellas que se encuentre practicando o en que le corresponda intervenir.



	El Fiscal Nacional Económico también podrá recabar y ejecutar por medio de los funcionarios que corresponda, el examen de toda documentación, elementos contables y otros que estime necesarios;



	h) Solicitar a los particulares las informaciones y los antecedentes que estime necesarios con motivo de las investigaciones que practique.



	Las personas naturales y los representantes de personas jurídicas a los que el Fiscal Nacional Económico requiera antecedentes o informaciones cuya entrega pudiere irrogar perjuicio a sus intereses o a los de terceros, podrán solicitar a la Comisión Resolutiva que deje sin efecto total o parcialmente el requerimiento.



	Esta solicitud deberá ser fundada y se presentará a la Fiscalía Nacional Económica dentro de los cinco días siguientes a la comunicación del requerimiento, cuyos efectos se suspenderán desde el momento en que se efectúe la respectiva presentación.



	La Comisión Resolutiva conocerá y resolverá dicha solicitud en su sesión más próxima, con informe verbal o escrito del Fiscal Nacional Económico, y su pronunciamiento no será susceptible de recurso alguno;



	i) Ejercitar la acción penal por sí o por delegado, cuando se lo ordene la Comisión Resolutiva, de acuerdo con el número 5 de la letra a) del artículo 17 de la presente ley.



	El Fiscal Nacional Económico podrá delegar el ejercicio de la acción penal que le corresponde, en los abogados de la Fiscalía, en los Fiscales Regionales Económicos, o en el Consejo de Defensa del Estado;



	j) Ejecutar y celebrar toda clase de actos y contratos sobre bienes muebles e inmuebles y sobre cosas corporales o incorporales que integren el patrimonio del Servicio, incluso aquellos que permitan enajenar y transferir el dominio y transigir respecto de derechos, acciones y obligaciones, sean contractuales o extracontractuales.



	Las transacciones a que se refiere el inciso anterior deberán ser aprobadas por resolución del Ministerio de Hacienda, cuando se trate de sumas superiores a dos mil unidades de fomento, y



	k) Las demás que señalen las leyes.



	Artículo 28.- Los Fiscales Regionales Económicos tendrán las atribuciones y deberes señalados en el artículo 27, con excepción de las previstas en sus letras b), i) y j), pudiendo ejercer, además, las facultades que les delegue o encomiende el Fiscal Nacional Económico.



	Si el conocimiento de un asunto corresponde, por su naturaleza, a la Comisión Resolutiva, el respectivo Fiscal Regional Económico deberá proponerlo al Fiscal Nacional Económico.



	Artículo 29.- El Fiscal Nacional Económico podrá, cuando lo estime necesario, asumir, por sí o por delegado, la representación de la Fiscalía en cualquier proceso e intervenir, de igual manera, en cualquier instancia, trámite o actuación determinada ante los tribunales de justicia o autoridades administrativas o municipales.



	En sus escritos y actuaciones ante las Comisiones y los tribunales de justicia, la Fiscalía estará exenta de los impuestos que establecen las leyes y los abogados que la representen podrán comparecer personalmente ante los Tribunales Superiores. 



	Artículo 30.- La Fiscalía y las Comisiones Preventivas deberán recibir e investigar, según corresponda, las denuncias que formulen particulares respecto de actos que puedan importar infracción a las normas de la presente ley, sin perjuicio de remitir a las autoridades competentes aquéllas que deban ser conocidas por otros organismos en razón de su naturaleza.



	Artículo 30 A.- Las personas que entorpezcan las investigaciones que instruya la Fiscalía Nacional Económica en el ámbito de sus funciones, podrán ser apremiadas con arresto hasta por 15 días.



El que, sin perjuicio de lo anterior, continuare entorpeciendo la investigación o se rehusare a proporcionar antecedentes que conozca o que obren en su poder, será penado con presidio menor en su grado mínimo. Si se tratare de un funcionario público será, además, penado con la pérdida del empleo.



	La orden de arresto y el proceso criminal, en su caso, se dará e instruirá, respectivamente, por el juez letrado con jurisdicción en lo criminal que sea competente según las reglas generales, a requerimiento del Fiscal Nacional Económico, previa autorización de la Comisión Resolutiva.



	Los funcionarios y demás personas que presten servicios en la Fiscalía Nacional Económica, estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores y, especialmente, aquellos obtenidos en virtud de las facultades indicadas en las letras a), g) y h) del artículo 27.  Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones de la Fiscalía Nacional Económica y el ejercicio de las acciones ante las Comisiones Preventivas, la Comisión Resolutiva o los tribunales de justicia.



	La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246 y 247 del Código Penal y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta.



	Artículo 30 B.- Los integrantes de las Comisiones Preventivas y de la Comisión Resolutiva, cualquiera sea la calidad en que actúen, así como los asesores o consultores que presten servicios sobre la base de honorarios para la Fiscalía Nacional Económica, se considerarán comprendidos en la disposición del artículo 260 del Código Penal.



	Artículo 30 C.- La Fiscalía Nacional Económica se financiará con los siguientes recursos, que se incorporarán a su patrimonio y se administrarán de acuerdo con la Ley de Administración Financiera del Estado, aprobada por el decreto ley Nº 1.263, de 1975, y sus modificaciones:



	a) El aporte que se consulte anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación;



	b) Las costas y demás sumas que pueda percibir en los procesos en que participe;



	c) Los ingresos estipulados en los convenios de asesoría, investigación o de otra naturaleza que pueda celebrar con universidades y otras entidades docentes o de investigación públicas o privadas, nacionales o extranjeras;



	d) Los derechos por concepto de certificados y copias que extienda, relativos a expedientes tramitados ante las Comisiones y la misma Fiscalía, y



	e) Los bienes e ingresos de otra naturaleza que reciba a cualquier título.



    	Las multas que aplique la Comisión Resolutiva por infracciones a la presente ley, serán de beneficio fiscal.".





	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, de 1980, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



	a) En el inciso primero del artículo 9º, intercálase la frase "las que se notificarán por cédula," entre los vocablos "Central" seguido de una coma (,) y "se" y reemplázase  el término "tres" por "cinco";



	b) En el inciso segundo del artículo 9º, sustitúyese la voz "tercero" por "séptimo";



	c) En la letra A) del inciso cuarto del artículo 18, reemplázase la frase "en los artículos 40 y 41 de la ley Nº 4.409, Orgánica del Colegio de Abogados" por "en el artículo 1º de la ley Nº 18.120, sobre comparecencia en juicio", y 



	d) En el párrafo primero de la letra M) del mismo inciso cuarto del artículo 18, sustitúyese la frase "la sentencia definitiva, que se notificará" por "la que recibe la causa a prueba y la sentencia definitiva, que se notificarán".







Artículos transitorios





	Artículo 1º.- El encasillamiento en la planta fijada en el artículo 23 del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, se efectuará  por una comisión integrada por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, el Subsecretario de Economía y el Fiscal Nacional Económico, dentro del plazo de 120 días, contado desde la fecha de vigencia de la presente ley, sin sujeción a las normas estatutarias permanentes relativas a la provisión de cargos, siempre que reúnan los requisitos indicados en el citado artículo 23, pudiéndose eximir de los requisitos de experiencia a los directivos y profesionales.



	El encasillamiento podrá comprender al personal a contrata y remunerado a honorarios asimilado a grado, en servicio a la fecha de publicación de esta ley.



	Los funcionarios titulares que no sean encasillados, tendrán derecho a percibir la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834, sin perjuicio de la jubilación, pensión o renta vitalicia en un régimen previsional a que se acojan o estén acogidos.  Esta indemnización será compatible con el desahucio que pudiere corresponderles.  Sin embargo, no podrá percibirse conjuntamente con la establecida en el artículo 20 transitorio de la misma ley, en el evento que ello fuera procedente, debiendo optar por la que más convenga a sus intereses.



	Los funcionarios que reciban el beneficio indicado en el inciso anterior, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en la Fiscalía Nacional Económica, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento más el interés corriente para operaciones reajustables.



	Artículo 2º.- El personal que resulte encasillado mantendrá el nivel de sus remuneraciones y, si se produjeran diferencias, éstas se pagarán por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción en  que lo sean las remuneraciones que sirven de base para calcularlas.  Esta planilla suplementaria se absorberá por los incrementos que el funcionario experimente en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales que se concedan al sector público.



	Asimismo, este personal conservará el número de bienios que estuviere percibiendo, como también el tiempo computable para el caso de uno nuevo y mantendrá el derecho a jubilar en los términos previstos en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, en relación con lo establecido en los artículos 14 y 15 transitorios de la ley Nº 18.834, ni les afectará en el derecho conferido por el artículo 2º transitorio de la ley Nº 18.972, a quien corresponda.



	Artículo 3º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 30 C del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, el patrimonio de la Fiscalía Nacional Económica estará formado por todos los bienes muebles o inmuebles adquiridos por ese Servicio o por el Fisco y que se encuentran destinados exclusivamente a su funcionamiento, los que se le entenderán transferidos en dominio por el solo ministerio de la ley.



	Con el objeto de practicar las inscripciones y anotaciones que procedieren en los respectivos Registros Conservadores de Bienes Raíces o en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, el Fiscal Nacional Económico dictará una resolución en que individualizará los inmuebles y vehículos que en virtud de esta disposición se transfieren, la que se reducirá a escritura pública.



	En caso de duda, corresponderá al Presidente de la República determinar, mediante decreto supremo dictado a través del Ministerio de Bienes Nacionales, si un inmueble se encuentra o no destinado exclusivamente al funcionamiento de la Fiscalía Nacional Económica.



	Artículo 4º.- Las disposiciones del artículo 25 del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, en lo pertinente a la bonificación de estímulo por desempeño funcionario, entrarán a regir a contar de la fecha de vigencia de la planta, sobre la base de los resultados del proceso calificatorio correspondiente al año anterior.  Las cuotas trimestrales que hayan podido acumularse desde dicha fecha hasta la de la total tramitación del decreto supremo pertinente, se pagarán de una sola vez.



	Artículo 5º.- A contar de la fecha de vigencia de la planta establecida en el artículo 23 del texto aprobado por el artículo 1º de la presente ley, fíjase en 60, la dotación máxima de personal autorizada a la Fiscalía Nacional Económica por la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.  No regirá la limitación señalada en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en esta dotación.



	Artículo 6º.- El gasto que represente la aplicación de esta ley para el presente año se financiará con los recursos que contempla el presupuesto vigente de la Fiscalía Nacional Económica.  No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar este presupuesto en la parte que no sea posible financiar con sus recursos.".





- - -











Acordado en sesión celebrada el día 20 de enero de 1999, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Carlos Bombal Otaegui, Francisco Javier Errázuriz Talavera, Juan Hamilton Depassier, Jorge Pizarro Soto, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Enrique Zurita Camps.





Sala de la Comisión, a 28 de enero de 1999.















































NORA VILLAVICENCIO GONZALEZ

Secretario
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- Indicación número 1: Declarada inadmisible (5x3x1 abstención).
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